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I. IDEAS GENERALES

La crisis de legitimidad que hoy viven los representes elegidos políticamente, que

desempeñan sus funciones en instituciones del Estado, es evidente. En efecto, de

acuerdo con la última encuesta Cadem, el Congreso Nacional tiene un rechazo

cercano al 87% de la población lo que, evidentemente, repercute en la calidad del

trabajo legislativo que se concretiza en las leyes, acuerdos y demás resoluciones

que emita este importante Poder del Estado, manifestación democrática de una

nación civilizada como la nuestra.1

Pero más allá de lo anterior, la importancia que reviste nuestro Congreso es servir

de escenario para los grandes acuerdos y propuestas públicas necesarias para el

avance y desarrollo de la Repúblico en un contexto de paz, justicia y democracia,

por lo que, evidentemente, un país sin un Congreso Nacional fuerte es una nación

vulnerable a los caudillismos y populismos siempre indeseables a las instituciones

republicanas.

Para  revertir  esta  preocupante  realidad,  se  requiere  de  un  trabajo  sincero  y

mancomunado de todas las fuerzas políticas representadas en nuestro parlamento

en aras a alcanzar el progreso de nuestro país por sobre las pequeñas rencillas

políticas o las cuotas de poder o participación siempre presentes en el mundo de

la pequeña política.

1 Según el informe de Plaza Pública Cadem Nº 325 de fecha 6 de abril de 2020 el Congreso Nacional presente
un nivel de aprobación en la ciudadanía equivalente al 13%, subiendo 3% respecto de la última medición. 
Véase https://www.cadem.cl/encuestas/plaza-publica-no-325-6-de-abril/



Por  lo  mismo,  creemos indispensable  ejecutar  nuestra  alta  función  pública  en

coincidencia con las expectativas que nuestra sociedad actual demanda de sus

legisladores,  y  no  servirnos  de  tales  prerrogativas  para  la  comisión  de  actos

espurios y cuestionables desde el punto de vista de la ética pública.

Uno  de  los  asuntos  que  precisamente  mayor  nivel  de  encono  genera  en  la

ciudadanía  es  el  de  la  determinación  de  la  dieta  parlamentaria2 y  de  las

asignaciones  parlamentarias,  asunto  sumamente  complejo  que  requiere  de  la

sinceridad de nuestros esfuerzos legislativos y políticos en aras de hacer carne lo

que  nuestros  electores  esperan  de  nosotros  características  tales  como:

austeridad, compromiso, trabajo y patriotismo.

En este sentido, el día 06 de mayo del año en curso, este Congreso ha dado un

paso definitivo en esta discusión. Después de un largo recorrido legislativo, se ha

aprobado la  reducción de la  dieta  parlamentaria,  estableciéndose que será un

órgano  no  incumbente  –Consejo  de  Alta  Dirección  Pública-,  el  encargado  de

establecer el monto definitivo de esta. Sin embargo, estamos convencido de que

esto no es suficiente y que los esfuerzos deben redoblarse.

En efecto, las asignaciones parlamentarias que percibe un diputado alcanzan los

$11.000.000 de pesos, y las de un senador bordean los $20.000.000 de pesos. Es

este ítem, el que genera verdadera distorsión y distancia con la ciudadanía. SI

bien  las  asignaciones  están  destinadas  a  financiar  todas  las  actividades

desarrolladas por parlamentarios en el estricto cumplimiento de sus funciones y

atribuciones,  incluyéndose dentro  de  estas  actividades  propias  de la  labor  del

2 José Bidart ha definido Dieta Parlamentaria en los siguientes términos: “es la remuneración de que gozan
los Diputados y Senadores en el  ejercicio de sus funciones, debiendo entender ésta,  como los recursos
necesarios  con  que  ha  de  contar  el  parlamentario,  sin  que  éstos  puedan  estar  basados  en  un  factor
económico  de  carácter  privado.”.  Véase  en  Diario  Constitucional
https://www.diarioconstitucional.cl/articulos/probidad-transparencia-y-dieta-parlamentaria/



cargo, sabemos que las mismas han sido objeto de un mal uso, que ha permitido

el financiamiento de contratación de operadores políticos y amigos, como también

para el subsidio de actividad política. 

En este  sentido,  creemos que una  señal  en  la  línea correcta  es  la  reducción

prudencial  de  las  asignaciones  parlamentarias,  de  la  misma forma que  se  ha

hecho con la dieta. Ello, no sólo es una mayor señal de austeridad, sino que es

una corrección importante de los privilegios de la clase política. 

Es  por  ello,  que  el  presente  proyecto  de  ley  tiene  por  objeto  establecer  una

reducción  en  las  asignaciones  parlamentarias,  en  la  forma  que  determine  el

Consejo de la Alta Dirección Pública, atendido que es el órgano no incumbente

que deberá fijar el monto definitivo de la dieta parlamentaria en atención a criterios

técnicos, razón por la cual creemos menester que sea este mismo órgano quien

de forma anexa, establezca el monto definitivo de las asignaciones. 

II. CONTENIDO DEL PROYECTO

De  acuerdo  con  lo  indicado  precedentemente,  el  presente  proyecto  de  ley

promueve la introducción de un nuevo artículo transitorio dentro de la Constitución

Política de la República.

III.  PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

ARTÍCULO ÚNICO:  Agréguese un nuevo artículo  transitorio  en la  Constitución

Política de la República de acuerdo al siguiente texto:



“Dentro  de  los  treinta  días  siguientes  a  la  publicación  de  esta  reforma

constitucional,  el Consejo de Alta Dirección Pública,  creado por la ley N°

19.882,  fijará  por  una  sola  vez,  las  asignaciones  parlamentarias

correspondientes a diputados y senadores” 


